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Presentación de carácter PÚBLICO
I. PRESENTACIÓN
1. El presente informe alternativo se somete a la consideración del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (en adelante, «el Comité») con ocasión del examen de los informes periódicos 9.º a 11.º combinados del Estado de Honduras (CERD/C/HND/9-11), programado para el 118.º período de sesiones. Lo presentan conjuntamente el Movimiento Amplio por la Dignidad y la Justicia (MADJ), organización social de base dedicada a la promoción y defensa de los derechos humanos, los bienes naturales comunes, los pueblos indígenas y la lucha contra la corrupción y la impunidad; el Bufete Estudios para la Dignidad (BED), organización dedicada a la representación de colectivos víctimas de violaciones de derechos; la Fundación para la Salvaguardia del Medio Ambiente en el Democrático Desarrollo Socioeconómico y de las Instituciones (FUNDAMBIENTE), organización dedicada a la incidencia e investigación en materia de derechos humanos, especialmente, relativos al medio ambiente; Consejo Directivo de la Tribu San Francisco Locomapa (CDT), organización indígena con facultades de representación y administración la tribu tolupana; Consejo Preventivo de Tribu de la Tribu San Francisco Locomapa (TSFL), instancia indígena cuyo objetivo es la fiscalización de las acciones ejecutadas por el gobierno indígena de la TSFL; Consejo Indígena Maya Chortí de la Comunidad de Azacualpa, gobierno indígena Maya Chortí.    
2. El informe cubre el período comprendido entre la adopción de las observaciones finales sobre los informes periódicos 6.º a 8.º combinados de Honduras[footnoteRef:1] y la fecha límite para la presentación de información escrita ante el Comité (2019-2026), y se articula con la lista de temas aprobada por el Relator para el país[footnoteRef:2]. Su objeto es aportar al Comité información derivada del litigio nacional e internacional, de resoluciones judiciales y administrativas y de la documentación de campo de las organizaciones presentantes, sobre la situación de cuatro pueblos indígenas: el Pueblo Tolupán (Tribu San Francisco de Locomapa, Yoro), el Pueblo Maya Chortí (comunidad de Azacualpa, La Unión, Copán), el Pueblo Misquito (comunidad de Ibans, Gracias a Dios) y el Pueblo Lenca (Siguatepeque, Comayagua y La Esperanza, Intibucá). Cada capítulo expone los hechos y, el abordaje jurídico de la violación, es decir, la identificación precisa de los derechos y de los estándares internacionales infringidos. [1:  Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, Observaciones finales sobre los informes periódicos 6.º a 8.º combinados de Honduras, CERD/C/HND/CO/6-8, 2019.]  [2:  Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, Lista de temas relativa a los informes periódicos 9.º a 11.º combinados de Honduras, CERD/C/HND/Q/9-11, 15 de junio de 2026 (versión preliminar sin editar).] 

3. La presentación es de carácter público. En cumplimiento de las directrices del Comité, se han anonimizado los nombres de víctimas, testigos y personas agresoras cuya identidad no consta en actuaciones judiciales públicas ni en pronunciamientos oficiales de órganos nacionales o internacionales. Se mantienen, en cambio, los nombres de las personas fallecidas y procesadas que figuran en expedientes judiciales y en resoluciones de órganos internacionales de protección, así como los nombres de las empresas y de las funcionarias y funcionarios públicos concernidos, los cuales no son objeto de anonimización.
II. RESUMEN: PRINCIPALES INFRACCIONES A LA CONVENCIÓN Y PATRONES IDENTIFICADOS
4. Los casos documentados en este informe evidencian, para el período examinado, las siguientes infracciones a la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (en adelante la Convención):
a) Negación de la condición indígena como estrategia de neutralización de derechos (artículos 1, 2 y 5). Instituciones del Estado —el Ministerio Público, el Instituto Nacional Agrario (INA), el Poder Judicial y el Instituto Hondureño de Geología y Minas (INHGEOMIN)— niegan o condicionan el reconocimiento de la condición indígena de comunidades Maya Chortí y Lenca a requisitos registrales ajenos al criterio de autoidentificación[footnoteRef:3], con el efecto —y en ocasiones el propósito— de obstaculizar y detener sus reivindicaciones territoriales frente a proyectos extractivos, incluso en contradicción con sentencias constitucionales y dictámenes oficiales que acreditan esa condición. [3:  CERD, Recomendación general N.º VIII relativa a la interpretación y la aplicación de los párrafos 1 y 4 del artículo 1 de la Convención (identificación con un determinado grupo racial o étnico), 1990. Véase también Convenio 169 de la OIT, art. 1.2, y Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (DNUDPI), art. 33.] 

b) Violación del derecho a la vida e impunidad estructural (artículos 5 inciso b y 6). Asesinatos de los defensores tolupanes José Salomón Matute, Juan Samael Matute y Milgen Idán Soto Ávila (2019), sin sentencia firme a julio de 2026 y con órdenes de captura sin ejecutar. Ejecución de un pescador misquito y muertes conexas en la comunidad de Ibans (2021) por parte de las Fuerzas Armadas, sin que exista, casi cinco años después, diligencia debida en la investigación y por supuesto, sin acusación en contra de los responsables.
c) Falta de consulta y consentimiento libre, previo e informado (artículos 2 y 5 inciso d. v). Aprovechamiento forestal y minero en el territorio tolupán sin consulta a la Tribu, mediando violencia y aquiescencia por parte del Estado. Pretendida prórroga por treinta años de la concesión minera San Andrés I, operada por la empresa Minerales de Occidente S.A. (MINOSA), mediante la figura de la afirmativa ficta, esto es, mediante el silencio de la propia administración, existiendo oposición comunitaria formalmente admitida y no resuelta, consecuentemente, operaciones mineras sin permiso vigente. 
d) Violación del territorio ancestral, invasiones toleradas y ausencia de restitución (artículos 5.d.v). Reducción del título ancestral de la Tribu San Francisco de Locomapa mediante resoluciones del INA de 1999, cuya nulidad se reclama actualmente en vía administrativa; ocupaciones e invasiones de personas externas a la tribu toleradas por el Estado; avance de las actividades mineras hacia el Cerro Los Hornillos, a escasos doscientos metros de la comunidad de Azacualpa, con riesgo de desplazamiento de toda la comunidad.
e) Destrucción del patrimonio cultural e incumplimiento de sentencias (artículos 5 inciso e. vi y 6). Exhumación y destrucción del cementerio comunitario de Azacualpa por MINOSA y la Corporación Municipal de La Unión, en contravención de una sentencia de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (SCO); incumplimiento de la sentencia de amparo de la SCO que ordena garantizar los derechos a la salud y a la alimentación de la TSFL.
f) Criminalización de la reivindicación territorial indígena (artículos. 5 inciso a, 5 inciso b, 5 inciso d. ix y 6). Al menos tres procesos penales contra indígenas Maya Chortí de Azacualpa, impulsados por la empresa minera como acusación privada; tres procesos contra indígenas Lencas, uno de ellos contra veinte personas por el delito de usurpación, con órdenes de captura y al menos cinco personas en prisión preventiva, instruidos ante juzgados con competencia en criminalidad organizada, situándolos como organización criminal organizada.
5. De la lectura conjunta de los cuatro casos emergen patrones transversales que configuran una discriminación estructural: (i) la negación de la condición indígena como técnica de despojo; (ii) la sustitución de la consulta previa, libre e informada por mecanismos fraudulentos de obtención de consentimiento o por el silencio administrativo; (iii) la criminalización frente a la reivindicación de derechos; además, la impunidad frente a los agresores de los pueblos indígenas; y (iv) el incumplimiento de resoluciones judiciales favorables a los pueblos indígenas. Estos patrones demuestran las preocupaciones expresadas por el Comité en sus observaciones finales de 2019[footnoteRef:4] y demuestran que las recomendaciones correspondientes no han sido aplicadas. Por tanto, mientras el informe del Estado enumera medidas normativas, convenios institucionales, capacitaciones y homenajes, los casos aquí documentados, todos ocurridos o continuados durante el período examinado, acreditan que, sobre el territorio indígena, las instituciones actúan en sentido contrario a dichas medidas. [4:  CERD/C/HND/CO/6-8, párrs. 16 a 27 (discriminación estructural, consulta previa, tierras, territorios y recursos naturales, desarrollo de proyectos económicos, defensores de derechos humanos y situación de La Mosquitia) y 38 y 39 (acceso a la justicia).] 

III. PUEBLO INDÍGENA TOLUPÁN — TRIBU SAN FRANCISCO DE LOCOMAPA, YORO
III.1. Contexto
6. La Tribu San Francisco de Locomapa (en adelante, TSFL) es una de 31 tribus que conforman el pueblo indígena Tolupán y una de las veinticinco asentadas en el departamento de Yoro. Cada tribu se organiza a través del Consejo Directivo de Tribu (CDT), institución indígena con facultades administrativas y de representación que integra la Federación de Tribus Xicaques de Yoro (FETRIXY). En 1990 se creó el Consejo Preventivo de Tribu (CPT), figura indígena cuya misión es defender, proteger y reivindicar la integridad de la propiedad ancestral y los bienes naturales comunes existentes en el territorio. El CPT ha denunciado de manera sostenida que estructuras de la Tribu y de la FETRIXY han servido para facilitar a empresarios madereros y mineros, junto con autoridades locales de Yoro, el saqueo de los bienes naturales comunes, profundizando la pobreza y la desigualdad existentes en la Tribu. Integrantes del CPT pertenecientes al MADJ son beneficiarios de las medidas cautelares MC 416-13, otorgadas por la CIDH el 19 de diciembre de 2013 tras el asesinato de tres dirigentes indígenas[footnoteRef:5] y ampliadas en 2023, mediante la Resolución 83/23, a sesenta y una personas adicionales ante el incremento sostenido del riesgo[footnoteRef:6]. [5:  CIDH, Resolución 12/2013, Medida Cautelar N.º 416-13, Asunto 18 miembros del Movimiento Amplio por la Dignidad y la Justicia y sus familias respecto de Honduras, 19 de diciembre de 2013.]  [6:  CIDH, Resolución 83/23 (Seguimiento y Ampliación), Medidas Cautelares N.º 416-13, Miembros del Movimiento Amplio por la Dignidad y la Justicia (MADJ) e integrantes de la Tribu San Francisco de Locomapa respecto de Honduras, 2023.] 

III.2. Violación del derecho a la vida, agresiones continuadas e impunidad (artículos 5 inciso b y 6)
7. Desde 2013 han sido asesinadas al menos catorce personas de la TSFL vinculadas a la defensa del territorio y de los bienes naturales comunes; la CIDH ha verificado el asesinato de once integrantes del MADJ con posterioridad al otorgamiento de las medidas cautelares[footnoteRef:7]. En el período que cubre este informe: el 25 de febrero de 2019 fueron asesinados José Salomón Matute —beneficiario directo de la MC 416-13— y su hijo Juan Samael Matute; y en septiembre de 2019 fue asesinado Milgen Idán Soto Ávila, cuyo cuerpo fue hallado el 28 de septiembre de 2019 en una fosa clandestina ubicada a escasos metros de un aserradero de la empresa maderera INMARE. En mayo de 2023 fueron asesinados un integrante del MADJ residente en la TSFL y su hijo, hechos igualmente condenados por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH). [7:  CIDH, Resolución 83/23, párr. 64 y nota 48; MADJ y CEJIL, escrito de información adicional a la CIDH, MC 416-13, 12 de junio de 2026. La OACNUDH condenó públicamente los asesinatos de 2019 y de 2023.] 

8. Las agresiones no letales contra las personas beneficiarias han sido continuas durante todo el período examinado: amenazas de muerte directamente vinculadas a las actividades extractivas empresariales, envenenamiento de animales, agresiones físicas, detención ilegal de beneficiarios y el ataque violento contra unas sesenta personas reunidas en asamblea comunitaria en mayo de 2021[footnoteRef:8] y la destrucción de las instalaciones de la Radio Dignidad Tolupana, radio comunitaria de la TSFL. Los incidentes persisten hasta el presente: En mayo de 2026, el beneficiario de la medida Víctor Antonio Fernández Guzmán y fundador del MADJ, fue detenido ilegalmente mientras realizada actividades relacionadas la defensa de derechos en la TSFL, más de 20 personas promovidas y alentadas por las empresas madereras, le retuvieron por más de 3 horas con amenazas de incendiar el vehículo; en junio de 2026 un beneficiario fue agredido a pedradas mientras trabajaba y otra persona fue advertida por agentes de la Policía Nacional de no acudir a las actividades del Campamento Digno «porque bien sabía que era peligroso», actitud de permisividad que traslada a las víctimas la carga del riesgo[footnoteRef:9].  [8:  CIDH, Resolución 83/23, párrs. 18 a 20, que documenta, entre otros: la amenaza proferida el 11 de enero de 2021 por un trabajador de la empresa INMARE («si no les dejan pasar la maquinaria van a haber más muertos en la tribu»); los sabotajes vehiculares de marzo de 2021 que dejaron lesionados a tres beneficiarios; la amenaza de abril de 2021 calificada como amenaza de desaparición forzada; y el ataque del 8 de mayo de 2021 contra unas sesenta personas reunidas en asamblea en el «Campamento Digno», agredidas con palos y piedras durante aproximadamente veinte minutos por miembros del Consejo Directivo y trabajadores de INMARE.]  [9: ] 

9. A más de siete años de los primeros hechos, ninguno de los tres asesinatos de 2019 cuenta con sentencia firme. Por el asesinato de José Salomón y Juan Samael Matute se instruye proceso contra dos personas ante el Juzgado de Letras Seccional de Yoro, en el cual, pese a existir órdenes de captura, éstas no han sido ejecutadas por las autoridades[footnoteRef:10]. Por el asesinato de Milgen Idán Soto se instruye proceso contra cinco personas, entre ellas el expresidente del Consejo Directivo de Tribu, ante el Tribunal de Sentencia en materia de Criminalidad Organizada, Medio Ambiente y Corrupción de Tegucigalpa[footnoteRef:11]. A ello se suman al menos cuarenta y ocho denuncias interpuestas ante el Ministerio Público desde 2013 por amenazas, hostigamientos, coacciones y otros delitos en perjuicio de los miembros de la tribu que defienden sus derechos, sin resultados sustantivos. [10:  Expediente judicial 061-2020 2R, Juzgado de Letras Seccional de Yoro, proceso por el asesinato de José Salomón Matute y Juan Samael Matute.]  [11:  Expediente judicial 51-2025, Tribunal de Sentencia en materia de Criminalidad Organizada, Medio Ambiente y Corrupción, Tegucigalpa, proceso por el asesinato de Milgen Idán Soto Ávila.] 

10. El asesinato de los liderazgos María Enriqueta Matute, Ricardo Soto y Armando Funez, ocurridos el 25 de agosto de 2013 en la comunidad de San Francisco Campo, mientras desarrollaban una acción de protesta pública y pacífica[footnoteRef:12]; se acusó a Selín Eleazar Funez, a quién el Tribunal de Sentencias de Yoro absolvió mediante sentencia de fecha 13 de marzo de 2020, el 20 de noviembre de 2020 se interpuso recurso de Casación, sin embargo, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia no ha emitido su resolución, limitando el acceso a la justicia para las víctimas de estos hechos. [12:  Este crimen dio lugar a que la CIDH otorgara las medidas cautelares a la TSFL.] 

11. Los hechos descritos violan el derecho a la seguridad personal y a la protección del Estado contra todo acto de violencia (artículo 5 inciso b. de la Convención), en relación con la obligación de no fomentar, defender ni apoyar la discriminación racial practicada por particulares y con el derecho a protección y recursos efectivos. La Corte Interamericana ha establecido, precisamente en dos casos contra Honduras relativos a personas defensoras del ambiente, que el Estado tiene un deber reforzado de prevención y protección frente a riesgos conocidos contra defensores ambientales, y que la falta de investigación diligente de tales ataques propicia su repetición[footnoteRef:13]. En el presente caso el riesgo no solo era conocido: estaba declarado formalmente por la CIDH desde 2013 mediante medidas cautelares vigentes. La no ejecución de órdenes de captura durante años, la ausencia de resultados en al menos cuarenta y ocho denuncias y la subsistencia del factor estructural del riesgo (la explotación maderera y minera) configuran una denegación de justicia por motivos étnicos, contraria a la Recomendaciones generales del Comité, que exige a los Estados garantizar que la condición indígena de las víctimas no se traduzca en investigaciones de menor intensidad. [13:  Corte IDH, Caso Kawas Fernández vs. Honduras, sentencia de 3 de abril de 2009, párrs. 145 a 155; Caso Luna López vs. Honduras, sentencia de 10 de octubre de 2013, párrs. 122 a 124; CERD, Recomendación general N.º XXXI sobre la prevención de la discriminación racial en la administración y el funcionamiento de la justicia penal, 2005.] 

III.3. Territorio ancestral: reducción del título e invasiones toleradas (artículo 5 inciso d. v)
12. El título ancestral de la TSFL fue reducido en su extensión mediante resoluciones emitidas por el Instituto Nacional Agrario (INA) en 1999. Aunque dichas resoluciones datan de ese año, su impugnación constituye una reivindicación actual y vigente de las tribus tolupanas: se han promovido acciones administrativas dirigidas a obtener la nulidad de tales resoluciones, las cuales se encuentran pendientes de resolución. El Estado no ha establecido el mecanismo adecuado y eficaz de reclamación y restitución de tierras y territorios ancestrales recomendado por el Comité en 2019[footnoteRef:14]. Paralelamente, el territorio de la Tribu es objeto de invasiones y ocupaciones por personas externas a ella, que suceden actualmente y son toleradas por las autoridades, sin que se hayan activado procesos de saneamiento territorial conforme a los estándares internacionales. [14:  CERD, Observaciones finales sobre los informes periódicos sexto a octavo combinados de Honduras. Párr. 21. ] 

13. El derecho de toda persona a la propiedad, individualmente y en asociación con otras, comprende, tratándose de pueblos indígenas, el derecho a poseer, desarrollar, controlar y utilizar sus tierras, territorios y bienes naturales comunes, y, cuando han sido privados de ellos sin su consentimiento libre e informado, el derecho a su devolución, conforme a la Recomendación General No. 31 del Comité. La posesión ancestral prevalece sobre el registro estatal y el derecho de recuperación permanece vigente mientras subsista la relación del pueblo con su territorio[footnoteRef:15]. La subsistencia de resoluciones administrativas reductoras del título ancestral sin resolución de la nulidad promovida, la ausencia del mecanismo de restitución ordenado por el Comité en 2019 y la omisión estatal frente a las invasiones de terceros constituyen, en conjunto, una violación continuada del artículo 5 inciso d.v, agravada por su conexión con el aprovechamiento económico de los recursos del territorio por actores externos. [15:  CERD, Recomendación general No. 31 relativa a los derechos de los pueblos indígenas, 1997, párr. 5; DNUDPI, arts. 26 a 28; Corte IDH, Caso de la Comunidad Mayagna Awas Tingni vs. Nicaragua, sentencia de 31 de agosto de 2001, párrs. 148 a 153, y Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay, sentencia de 29 de marzo de 2006, párrs. 126 a 131.] 

III.4. Consulta previa, libre e informada y saqueo de los bienes naturales comunes: madera y antimonio (arts. 2 y 5.d.v)
14. La explotación del bosque en la TSFL se desarrolla al amparo del Plan de Manejo Forestal BP-YO-1811-0221-1994, otorgado por el Instituto de Conservación Forestal (ICF) en 1994, y de planes operativos y permisos posteriores aprobados sin proceso alguno de consulta previa, libre, informada y de buena fe a toda la Tribu[footnoteRef:16]. El consentimiento indígena ha sido sustituido por procesos asamblearios viciados, falta de quórum, ausencia de información previa y suficiente, engaños sobre los acuerdos sometidos a votación, mediante los cuales estructuras indígenas afines a las empresas madereras disponen discrecionalmente del producto de la venta de madera, sin rendición de cuentas ante la Tribu. A consecuencia de las actividades de extracción se han generado múltiples acciones de violencia descritas supra. Además, desde 2022 se han interpuesto acciones de nulidad e impugnación en contra de los permisos de corte de madera, los cuales no han sido resueltos por el ICF. [16:  Instituto de Conservación Forestal (ICF), Plan de Manejo Forestal BP-YO-1811-0221-1994. Véase asimismo CIDH, Resolución 83/23, párrs. 17 y 38, sobre los cuestionamientos a la legalidad del aprovechamiento de madera y los permisos aprobados por el ICF en 2020 y 2021 sin consulta a toda la Tribu.] 

15. En enero de 2022, la empresa minera LACHANSA CO. S.A., empresa de capital estadounidense y colombiano, inició actividades de extracción de mineral de antimonio dentro del territorio tribal, sin licenciamiento ambiental de la Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente (SERNA) y sin permiso de explotación otorgado por Instituto Hondureño de Geología y Minas (INHGEOMIN), sin que mediara consulta a la Tribu. La operación con maquinaria pesada, decenas de trabajadores y detonaciones de dinamita al menos dos veces por día, fue acompañada de una dinámica de compra de voluntades, sobornos, intimidaciones, seguimiento, persecución y amenazas para obtener el permiso o apoyo comunitario, así como del establecimiento de una estructura dedicada a ejecutar acciones de violencia contra las personas del CPT y demás miembros de la Tribu comprometidos con la defensa de sus bienes naturales y comunes que se opusieron a las actividades mineras ilegales[footnoteRef:17]. [17:  MADJ, denuncia por los delitos de asociación para delinquir, lavado de activos y tenencia o porte ilegal de armas, presentada ante la Fiscalía Especial contra el Crimen Organizado el 30 de septiembre de 2022.] 

16. La respuesta estatal ha sido tardía y parcial: se ha presentado acusación contra Álvaro Hernández Londoño, representante legal de LACHANSA, por el delito de explotación ilegal de recursos naturales[footnoteRef:18], y contra Santiago Londoño, accionista y directivo de la misma empresa, por el delito de hostigamiento sexual en perjuicio de una niña indígena de la Tribu[footnoteRef:19]. Sin embargo, la denuncia por asociación para delinquir, lavado de activos y tenencia ilegal de armas, presentada el 30 de septiembre de 2022 ante la Fiscalía Especial contra el Crimen Organizado, permanece sin requerimiento fiscal, y el saqueo de los bienes naturales comunes de la Tribu, madera y mineral antimonio, no ha cesado ni ha sido objeto de reparación. [18:  Expediente judicial 220-2023, Juzgado de Letras Seccional de Yoro.]  [19:  Expediente judicial 238-2023, Juzgado de Letras Seccional de Yoro. La identidad de la víctima, menor de edad, se mantiene en estricta reserva. El hecho responde asimismo a la información solicitada por el Comité en el párrafo 22 de la lista de temas, relativo a la violencia contra mujeres y niñas indígenas en contextos de conflictividad territorial.] 

17. El artículo 2.1 de la Convención obliga al Estado a no incurrir en actos o prácticas de discriminación racial y a que todas las autoridades públicas actúen en conformidad con esa obligación; la Recomendación general No. 23 exige garantizar que no se adopte decisión alguna directamente relacionada con los derechos e intereses de los pueblos indígenas sin su consentimiento informado. Conforme al Convenio 169 (arts. 6 y 15) y a la jurisprudencia interamericana, la consulta debe realizarse con carácter previo, de buena fe, mediante procedimientos culturalmente adecuados, a través de las instituciones representativas de los pueblos y con la finalidad de obtener el consentimiento; el deber de consultar es una obligación del Estado, indelegable en la empresa interesada, y su incumplimiento compromete la responsabilidad internacional del Estado aun cuando el proyecto haya obtenido permisos formales[footnoteRef:20]. La aprobación estatal de planes de manejo y permisos de aprovechamiento sin consulta (y su convalidación mediante asambleas viciadas promovidas por las empresas), así como la tolerancia prolongada de una explotación minera abiertamente ilegal, violan los artículos 2 y 5 de la Convención y responden de manera directa a la información solicitada por el Comité en el párrafo 16 de la lista de temas. [20:  Corte IDH, Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador, sentencia de 27 de junio de 2012, párrs. 177 a 187; Convenio 169 de la OIT, arts. 6 y 15; CERD, Recomendación general N.º XXIII, párr. 4.d.] 

III.5. Agravamiento del riesgo (2025-2026) y conducta estatal adversa a la protección
18. Desde 2025 se desarrolla al interior de la Tribu una disputa por la presidencia del Consejo Directivo, promovida y financiada por las empresas madereras de la zona con el propósito de reactivar la ejecución de los planes de manejo: en febrero de 2025, estando aún en funciones el Consejo Directivo legítimamente electo, una persona se autoproclamó presidente del CDT en una reunión celebrada al margen de los estatutos de la Tribu, mientras que la Asamblea de Tribu legítimamente desarrollada en marzo de 2025 reeligió a su presidente conforme al reglamento interno. El 7 de junio de 2026, la estructura paralela convocó una asamblea con la participación de la Ministra de la Secretaría de Derechos Humanos, Leda Lizethe García Pagán; la Alcaldesa de Yoro, Diana Urbina; la Subdirectora de Fiscalías, Yeimy Palacios; y representantes del ICF y de la Secretaría de Salud. En dicha asamblea se acordó, entre otros puntos, “destituir” al MADJ y prohibirle el ingreso al territorio, solicitar la revocatoria de las medidas cautelares MC416-13, a las que se atribuyó ser “las que están dañando a todo el pueblo” y reactivar, una vez revocadas, el plan de manejo forestal impugnado desde 2022. Las instituciones estatales no se limitaron a escuchar: participaron activamente en la construcción de acuerdos dirigidos a afectar los derechos de las personas beneficiarias, legitimando discursos de estigmatización y posiciones favorables a la reactivación extractiva que constituye el principal factor estructural del riesgo y violencia en la TSFL.
19. Adicionalmente, el 30 de junio de 2026 se presentó denuncia ante el Ministerio Público contra funcionarios de la Secretaría de Derechos Humanos por el delito de revelación de secretos, tras la filtración de información confidencial del proceso de implementación de la medida cautelar 416-13 a los grupos señalados como promotores de la violencia dentro de la Tribu[footnoteRef:21]. Colocando en una grave situación de riesgo de los beneficiarios de la medida. [21:  Denuncia presentada ante el Ministerio Público el 30 de junio de 2026 por el delito de revelación de secretos.] 

20. La Convención prohíbe a todas las autoridades e instituciones públicas, nacionales y locales, incurrir en actos o prácticas de discriminación racial. Cuando la ministra rectora de la política de derechos humanos, una alcaldesa y una alta funcionaria fiscal participan en la adopción de acuerdos dirigidos a expulsar del territorio a las víctimas que pertenecen al MADJ, a revocar medidas cautelares internacionales vigentes y a reactivar la actividad extractiva causante del riesgo, el Estado incumple simultáneamente esa prohibición, su deber de garantía frente a las personas defensoras y la obligación de ejecutar de buena fe las medidas de protección ordenadas por los órganos internacionales. La filtración de información confidencial del mecanismo de protección anula la eficacia de éste y expone deliberadamente a las personas beneficiarias.
IV. PUEBLO INDÍGENA MAYA CHORTÍ — COMUNIDAD DE AZACUALPA, LA UNIÓN, COPÁN
IV.1. Contexto: cuatro décadas de minería a cielo abierto
21. En 1983 el Estado de Honduras otorgó más de trescientas hectáreas para la extracción de minerales a cielo abierto en el municipio de La Unión, departamento de Copán. Desde 2009 la mina es operada por Minerales de Occidente S.A. (MINOSA), filial de la empresa transnacional Aura Minerals. La actividad extractiva ha provocado el desplazamiento y la desaparición de las comunidades de San Andrés y San Miguel, la pérdida de al menos catorce fuentes de agua, la erosión de suelos y una profunda fractura del tejido social comunitario. En 2012, tras la pretensión pública de la empresa de explotar el cerro donde se asienta el cementerio de Azacualpa, se suscribió un convenio con sectores de la comunidad; la empresa empleó la división interna como método, utilizando a trabajadores propios para confrontar a los pobladores opuestos a la remoción del cementerio, e incumplió los compromisos adquiridos, lo que agudizó la conflictividad en los años siguientes. Una sentencia de Amparo de la SCO ordenó proteger el cementerio y no realizar exhumaciones ni actividades mineras, esta decisión judicial fue incumplida por la empresa. 
IV.2. Negación de la condición indígena Maya Chortí (arts. 1, 2 y 5)
22. SCO de la CSJ estableció, en la sentencia SCO-0122-2019, que los habitantes de la comunidad de Azacualpa “conforman un grupo indígena por cumplir con el requisito de la descendencia, en este caso territorio ancestral Maya Chortí”[footnoteRef:22]. Este reconocimiento fue corroborado por el propio Estado mediante el informe etnohistórico del Instituto Hondureño de Antropología e Historia (IHAH) de diciembre de 2024, que ubica a las aldeas de San Andrés Minas, Azacualpa y San Miguel en una región habitada por los descendientes directos de las poblaciones Maya Chortís[footnoteRef:23]. [22:  Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, sentencia de amparo SCO-0122-2019, de 27 de noviembre de 2019, considerando 29.]  [23:  Instituto Hondureño de Antropología e Historia, Subgerencia de Patrimonio, «Etnohistoria de las aldeas de San Andrés Minas, Azacualpa y San Miguel, La Unión, Copán», 6 de diciembre de 2024.] 

23. A pesar de la existencia de una sentencia constitucional y de un dictamen oficial que acreditan la condición indígena de la comunidad, el Estado de Honduras y la empresa minera persisten en negar la existencia del Pueblo Indígena Maya Chortí de Azacualpa. La empresa MINOSA e instituciones del Estado, incluido el propio Poder Judicial (Juzgado de Letras de Santa rosa de Copán, la jurisdicción de la comunidad de Azacualpa) niegan esa condición a personas de la comunidad con el fin de neutralizar o disminuir su reivindicación de derechos frente a la empresa, en particular el derecho a la consulta previa, libre e informada y los derechos territoriales asociados.
24. El artículo 1 de la Convención protege contra toda distinción, exclusión o restricción basada en el origen étnico que anule o menoscabe el ejercicio de los derechos humanos en condiciones de igualdad, y la Recomendación General No. 8 establece que la identificación de las personas como miembros de un grupo étnico debe basarse, salvo justificación en contrario, en la autoidentificación del propio interesado[footnoteRef:24]. Negar administrativa o judicialmente una condición indígena ya declarada por el máximo tribunal constitucional y acreditada por el órgano técnico con estas facultades y competente del propio Estado no es un desacuerdo probatorio, es una pretensión con el propósito de menoscabar derechos, es decir, discriminación racial en el sentido del artículo 1.1, imputable al Estado conforme al artículo 2.1 Su efecto práctico es privar a la comunidad de la titularidad de los derechos colectivos, como la consulta, territorio, cultura, que condicionan la legalidad de la operación minera. [24:  Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, relativa a la interpretación y la aplicación de los párrafos 1 y 4 del artículo 1 de la Convención, 38º período de sesiones, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.7 at 236 (1990).] 

IV.3. Destrucción del cementerio comunitario y desobediencia a la Sala de lo Constitucional (artículo 5 inciso e. vi y artículo 6)
25. El cementerio de Azacualpa constituía parte del patrimonio histórico, identitario y cultural de la comunidad y un vínculo material con sus antepasados. Frente a la pretensión de MINOSA de explotar el cerro donde se asentaba, la comunidad manifestó su rechazo en cabildo abierto el 11 de enero de 2015, acto convocado, desarrollado y certificado por la propia Corporación Municipal[footnoteRef:25]. Ante la continuidad de las exhumaciones, los pobladores interpusieron el 22 de junio de 2018 una acción de amparo, denegada en primera y segunda instancia, y el 27 de noviembre de 2019 la Sala de lo Constitucional la otorgó, ordenando a la Municipalidad y a la Secretaría de Salud “rechazar de entrada (in limine) las autorizaciones de exhumaciones en el Cementerio de Azacualpa, con excepción de las que sean autorizadas judicialmente, con arreglo al Código de Salud y con posterior licencia” de dicha Secretaría. A partir de la sentencia favorable se incrementaron las persecuciones, agresiones y hostigamientos contra los pobladores, ejecutados en su mayoría por la empresa de seguridad privada contratada por MINOSA, mediante vigilancia, amenazas y desalojos violentos de manifestaciones pacíficas entre 2021 y 2024. [25:  Cabildo abierto de 11 de enero de 2015, convocado, desarrollado y certificado por la Corporación Municipal de La Unión, Copán, en el cual la comunidad votó en contra del cierre del cementerio.] 

26. No obstante la sentencia, fue incumplida por MINOSA y la Municipalidad de La Unión Copán, realizando las exhumaciones, reubicación y actividades mineras en el cerro del cementerio[footnoteRef:26]. Aunque las víctimas continuaron presentando acciones para exigir el cumplimiento de la sentencia, las exhumaciones fueron ejecutadas sin la participación de los familiares, quienes hasta la fecha desconocen el paradero de los restos de sus seres queridos. Con ello se consumó un daño irreparable al patrimonio cultural material e inmaterial del Pueblo Maya Chortí: la destrucción de sus ritos funerarios, la ruptura del vínculo espiritual con sus antepasados y la afectación de su vida comunitaria. Por estos hechos se presentó una comunicación individual ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la cual fue admitida a trámite[footnoteRef:27]. [26:  Resolución del Juzgado de Letras Seccional de Santa Rosa de Copán de 20 de octubre de 2021, que autorizó con carácter «urgente» la reubicación del cementerio comunitario a solicitud de MINOSA y de la Municipalidad de La Unión.]  [27:  Comunicación individual contra el Estado de Honduras presentada ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales el 22 de julio de 2024, admitida a trámite y actualmente en etapa de resolución.] 

27. La destrucción del cementerio viola el derecho a participar, en condiciones de igualdad, en las actividades culturales (art. 5 inciso e. vi de la Convención), además, de lo dispuesto en la Recomendación General No. 23, que obliga a los Estados a reconocer y respetar la cultura, la historia y el modo de vida de los pueblos indígenas y a garantizar su derecho a practicar y revitalizar sus tradiciones y costumbres. La jurisprudencia interamericana ha reconocido que la imposibilidad de una comunidad de honrar a sus muertos conforme a sus ritos, y la separación de los restos de sus antepasados, constituyen una afectación grave y continuada de la integridad de sus miembros[footnoteRef:28]. La ejecución de las exhumaciones en abierta contravención de una sentencia constitucional firme violenta, además, el derecho a protección y recursos efectivos del artículo 6 de la Convención, se obtiene un recurso favorable y posteriormente se desobedece, con la intervención de otro órgano judicial que autoriza precisamente lo prohibido, es la negación misma de la tutela, pues la ejecución de los fallos forma parte del derecho de acceso a la justicia. [28:  Corte IDH, Caso de la Comunidad Moiwana vs. Suriname, sentencia de 15 de junio de 2005, párrs. 98 a 103, sobre el sufrimiento causado por la imposibilidad de honrar debidamente a los seres queridos fallecidos y la separación de sus restos como afectación a la integridad de los miembros de la comunidad; Caso Muelle Flores vs. Perú, sentencia de 6 de marzo de 2019, párr. 155, sobre la ejecución de las sentencias como componente de la tutela judicial efectiva.] 

IV.4. Consulta previa y prórroga de la concesión minera San Andrés I mediante afirmativa ficta (artículo 2 y 5 inciso d. v)
28. La concesión minera San Andrés I se encuentra vencida. El 27 de septiembre de 2022, MINOSA solicitó al INHGEOMIN su prórroga, mantenimiento y renovación (expediente administrativo No. 45). El 10 de febrero de 2023, apenas transcurrido el plazo del artículo 29 de la Ley de Procedimiento Administrativo, la empresa solicitó la certificación de afirmativa ficta, y el 3 de marzo de 2023 presentó un acta notarial mediante la cual pretende tener por otorgada, por el solo silencio de la administración, la renovación de la concesión por un período adicional de treinta años.
29. El 13 de abril de 2023, se interpuso oposición a la prórroga, sustentada en la violación del derecho a la consulta previa, libre e informada; la oposición fue admitida por el INHGEOMIN el 26 de julio de 2023 y, a la fecha de este informe, no ha sido resuelta. Pese a la oposición y las irregularidades del proceso, la empresa MINOSA se declaró “plenamente habilitada” para el desarrollo integral del proyecto por treinta años y el INHGEOMIN ordenó continuar el trámite. Contra el acto presunto se promovió acción de nulidad absoluta, actualmente en trámite[footnoteRef:29]. [29:  Acción de nulidad absoluta del acto presunto de prórroga de la concesión minera San Andrés I operado vía afirmativa ficta, promovida ante el INHGEOMIN por la representación legal de pobladores de la comunidad de Azacualpa, por prescindir total y absolutamente del procedimiento establecido, haber sido operado por órgano incompetente y disminuir y tergiversar derechos y garantías constitucionales (arts. 34.a, 34.c y 34.f de la Ley de Procedimiento Administrativo).] 

30. La operación descrita infringe simultáneamente el derecho interno y la Convención. En el plano interno, conforme a la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, la afirmativa ficta exige el cumplimiento de los requisitos de fondo de la solicitud y no opera cuando existe una disputa entre partes interesadas pendiente de ser dirimida en la vía administrativa. Además, el artículo 67-A de la Ley General de Minería ordena expresamente la consulta previa, libre e informada conforme al Convenio 169 para los proyectos en territorios de pueblos indígenas. En el plano convencional, la consulta es un deber estatal que debe cumplirse activamente, en las primeras etapas de la decisión, de buena fe y con miras a obtener el consentimiento[footnoteRef:30]; por definición, el silencio de la administración es la lo contrario de ese deber, no informa, ni permite el control de la decisión. Sustituir la consulta, y la resolución motivada de una oposición admitida, por el silencio administrativo equivale a convertir la omisión del Estado en título habilitante de la actividad extractiva, permitiendo a la empresa operar con un permiso vencido en un territorio indígena reconocido. Ello viola los artículos 2.1 y 5 inciso d de la Convención, la Recomendación General No. 23 (párr. 4.d) y responde de manera directa a la información solicitada por el Comité en el párrafo 16 de la lista de temas. [30:  Corte IDH. Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku VS. Ecuador, sentencia fondo y reparaciones de 27 de junio de 2012, párr. 179. Corte IDH. Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku VS. Ecuador, sentencia fondo y reparaciones de 27 de junio de 2012, párr. 180.] 

IV.5. Criminalización de indígenas Maya Chortí (artículos 5 inciso a, 5 inciso b, 5 inciso d, ix y 6)
31. La única respuesta del Estado frente a la reivindicación de derechos de la comunidad ha sido la persecución penal. A la fecha se registran tres procesos de criminalización contra personas indígenas de Azacualpa por los delitos de usurpación y daños[footnoteRef:31]. En todos, la empresa figura como acusación privada, y el más reciente se vincula precisamente a la reivindicación sobre el Cerro Los Hornillos. Por su parte, en febrero de 2026 miembros de las Fuerzas Armadas escoltaban las actividades de tala del bosque por parte de la empresa en territorio indígena[footnoteRef:32], las fuerzas de seguridad del Estado protegen la actividad minera y el Ministerio Público acusa a quienes se oponen. [31:  Expedientes judiciales 09-2026 (delito de usurpación, Juzgado de Letras de Santa Rosa de Copán: sobreseimiento provisional apelado y pendiente de resolución); 2503-2020 (delito de daños agravados, denunciantes MINOSA e INCOBE, empresa constructora vinculada a MINOSA); y 105-2023 (Corte de Apelaciones de Santa Rosa de Copán, pendiente de resolución de los recursos de apelación interpuestos por el Ministerio Público y la acusación privada).]  [32:  Radio Progreso, «Imponen medidas sustitutivas a defensores maya-chortí criminalizados por el Estado», 24 de febrero de 2026; Criterio.hn, «Denuncian que fuerzas estatales escoltaron tala en zona en disputa minera en Copán», 14 de febrero de 2026.] 

32. La criminalización descrita viola el derecho a la igualdad de tratamiento ante los tribunales y los derechos de reunión pacífica y de asociación, pues el proceso penal se emplea como instrumento de disuasión del ejercicio legítimo de la defensa territorial. El contraste entre la diligencia fiscal desplegada a instancia de la empresa y la inacción absoluta frente a las denuncias comunitarias por amenazas, agresiones y daños ambientales configura una aplicación selectiva y discriminatoria de la ley penal, contraria a la Recomendación General No. 31. 
IV.6. Expansión hacia el Cerro Los Hornillos y riesgo de desplazamiento de la comunidad
33. Desde mayo de 2025, la comunidad ha denunciado que MINOSA realiza acciones de deforestación extensiva en el Cerro Los Hornillos, barrera natural que separa a Azacualpa de las actividades mineras y por el que transitan al menos cinco fuentes de agua que abastecen a la población. La empresa pretende ampliar su concesión bajo la misma lógica empleada para la destrucción del cementerio: de forma inconsulta y mediante violencia, criminalización e intimidación contra quienes defienden sus derechos, incluida la presencia de fuerzas policiales que escoltan las actividades de tala. Conforme al plan de expansión, las actividades mineras avanzarán a escasos doscientos metros de la comunidad, encaminándose a su desplazamiento. 
34. El 25 de septiembre de 2025 la población instaló el Campamento Digno Maya Chortí por el Agua y por la Vida, ejercicio legítimo de soberanía y control territorial y de reunión pacífica, y ha solicitado la ampliación de las medidas de protección ante el Mecanismo Nacional[footnoteRef:33]. El desplazamiento de una comunidad indígena de su territorio ancestral sin consulta ni consentimiento contraviene los estándares internacionales sobre derechos de los pueblos indígenas. [33:  Solicitud de ampliación de medidas de protección presentada ante el Mecanismo Nacional de Protección en favor de las personas integrantes del Campamento Digno Maya Chortí por el Agua y por la Vida, instalado desde el 25 de septiembre de 2025.] 

V. PUEBLO INDÍGENA MISQUITO — COMUNIDAD DE IBANS, GRACIAS A DIOS
V.1. Contexto: pobreza estructural, estigmatización y antecedentes de uso letal de la fuerza
34. El pueblo Misquito es el segundo pueblo indígena más numeroso de Honduras, con alrededor de ochenta mil personas asentadas principalmente en el departamento de Gracias a Dios, en condiciones de pobreza extrema y de exclusión de los servicios básicos el municipio de Brus Laguna presenta el índice más alto de hogares pobres del país y el de Juan Francisco Bulnes registra un 67,5 % de pobreza conforme al índice de necesidades básicas insatisfechas[footnoteRef:34]. A esta exclusión se suma una estigmatización sistemática: la caracterización de la región como corredor del narcotráfico ha llevado a autoridades y medios a presentar al pueblo Misquito como vinculado a grupos criminales. Esta narrativa opera como condición de posibilidad, y luego como justificación, del uso indiscriminado de la fuerza -militar: el 11 de mayo de 2012, en Ahuás, un operativo con participación de la agencia antidrogas de los Estados Unidos (DEA) causó la muerte de cuatro personas misquitas, entre ellas una mujer embarazada y un niño de catorce años, y los militares y policías imputados fueron sobreseídos; el 19 de mayo de 2018, en Warunta, tres pescadores fueron muertos por disparos de soldados, hechos condenados por la OACNUDH[footnoteRef:35]. Ninguno de estos antecedentes derivó en condenas. [34:  Banco Mundial, Project Information Document, «Improving the Livelihoods of Miskito Indigenous Peoples in La Moskitia» (P167767), 2019; Instituto de Investigación Sociales y Económicas de la UNAH, Perfil Sociodemográfico de Juan Francisco Bulnes, Gracias a Dios, 2022.]  [35:  OACNUDH, comunicado «La OACNUDH condena la muerte de tres miembros de la comunidad miskita de Warunta, Gracias a Dios», mayo de 2018. Sobre Ahuás, véase CEPR, «Daños colaterales de una guerra contra la droga», y la cobertura del caso tras la difusión del registro audiovisual que desmintió la versión oficial de un «intercambio de disparos».] 

V.2. El ataque del 16 de septiembre de 2021 contra la comunidad de Ibans (artículo 2, 5 inciso a y 5 inciso b)
35. El 16 de septiembre de 2021, aproximadamente a las 14:00 horas, un helicóptero de las Fuerzas Armadas, en persecución de una lancha rápida presuntamente vinculada al narcotráfico, disparó de manera indiscriminada, incluso sobre la playa en la que se encontraban, hombres, mujeres y niños realizando distintas actividades, Militares una vez que descendieron del helicóptero y efectivos navales en tierra también habrían disparado hacia la población.
36. Como consecuencia del ataque: (i) el pescador Erick Barú Rivera, quien recolectaba medusas cerca de la orilla, recibió un impacto de bala en el abdomen disparado desde el helicóptero y falleció el 20 de septiembre de 2021 en el Hospital Escuela de Tegucigalpa; el dictamen forense calificó la muerte como homicida y describió una trayectoria del proyectil consistente con disparos desde el aire[footnoteRef:36]; (ii) al menos ocho personas resultaron heridas por proyectiles de arma de fuego, entre ellas un adolescente de diecisiete años; y (iii) dos personas adultas mayores fallecieron por afectaciones cardíacas vinculadas a los hechos, los señores Lander López Valeriano y Héctor Danilo Derich Thomas. Verificada por la propia comunidad, la lancha perseguida solo contenía barriles de combustible. Pese a ello, el portavoz del Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas presentó públicamente los hechos como un «enfrentamiento armado» con supuestos criminales. [36:  Dictamen de autopsia de la Dirección de Medicina Forense: la manera de la muerte fue homicida, desde el punto de vista médico-legal, a causa de una sepsis de origen abdominal derivada de la herida por proyectil de arma de fuego; la trayectoria del proyectil descrita es consistente con disparos efectuados desde el helicóptero.] 

37. La dimensión racial de la violación es doble: los hechos solo se explican por la previa deshumanización estigmatizante de la población misquita, tratada como blanco legítimo por su origen étnico y su ubicación territorial, y la calificación oficial de las víctimas como “criminales” constituye, en sí misma, un acto de las autoridades incompatible con el artículo 2.1.a de la Convención y con la obligación de combatir los prejuicios raciales (art. 7. El patrón Ahuás–Warunta–Ibans, sin una sola condena, revela que no se trata de excesos aislados sino de una práctica tolerada.
V.3. Impunidad absoluta y barreras de acceso a la justicia (arts. 5.a y 6)
38. A casi cinco años de los hechos, no existe requerimiento fiscal en contra de ninguna persona. La investigación adolece de una ausencia total de diligencia debida. Hasta el pasado mes de abril se realizó gira para inspeccionar la zona. Por información proporcionada por el Ministerio Público, se cuenta con toda la documentación y suficientes diligencias investigativas, no obstante, a pesar de esta manifestación realizada para con las víctimas y representantes, no se ha presentado acusación en contra de los responsables. Siempre se ha colocado como justificación por parte de los entes investigadores la falta de presupuesto y logística para realizar las diligencias investigativas en la zona, indicando el riesgo por la criminalidad y lo lejano de la zona.  
39. La obligación de investigar violaciones del derecho a la vida es de oficio, su incumplimiento absoluto durante casi cinco años viola el artículo 6 de la Convención, que garantiza protección y recursos efectivos contra todo acto de discriminación racial, así como el derecho a la igualdad ante la justicia. Tratándose de víctimas indígenas, el Estado debía además remover activamente las barreras geográficas, lingüísticas y económicas que obstaculizan su acceso a la justicia[footnoteRef:37], lejos de ello, estas barreras han operado como garantía de impunidad. La Recomendación general No. 31 exige prestar atención especial a los indicadores de discriminación en la investigación penal. [37:  Corte IDH, Caso Tiu Tojín vs. Guatemala, sentencia de 26 de noviembre de 2008, párr. 100, y Caso Fernández Ortega y otros vs. México, sentencia de 30 de agosto de 2010, párrs. 200 y 201, sobre la obligación de remover las barreras lingüísticas, geográficas y económicas que enfrentan las personas indígenas para acceder a la justicia.] 

VI. PUEBLO INDÍGENA LENCA
VI.1. Negación de la condición indígena mediante un criterio registral (arts. 1, 2 y 5)
40. En diversos procesos penales seguidos contra personas indígenas Lencas por la reivindicación de su territorio ancestral, funcionarios del Ministerio Público y del Poder Judicial han negado en audiencia la condición indígena de las personas procesadas y de sus comunidades por no encontrarse inscritas en la Dirección de Registro, Regulación y Seguimiento de Asociaciones Civiles (DIRRSAC), adscrita a la Secretaría de Gobernación, Justicia y Descentralización.
41. Condicionar la existencia jurídica de un pueblo indígena y las garantías que de ella derivan, a la inscripción en un registro de asociaciones civiles es contrario al criterio de autoidentificación establecido en los estándares internacionales sobre derechos de los pueblos indígenas. Éstos preexisten al Estado y a sus registros, y su personalidad no es una concesión administrativa. La exigencia registral constituye una restricción basada en el origen étnico que menoscaba el ejercicio de derechos en condiciones de igualdad (artículo 1.1 de la Convención) y, aplicada por fiscales y jueces, compromete directamente al Estado (artículo 2.1 inciso a). Sus efectos son concretos y graves: priva a las personas procesadas de las garantías específicas que les corresponden.  
VI.2. Criminalización, jurisdicción de criminalidad organizada y prisión preventiva (arts. 5.a, 5.b y 6)
42. Durante el período examinado se ha intensificado el patrón de criminalización contra el pueblo Lenca. Destacan tres procesos actualmente en curso: (i) el expediente No. 257-2025, ante el Juzgado de Letras Penal con Competencia Territorial Nacional en materia de Criminalidad Organizada y Corrupción de Tegucigalpa, contra veinte personas indígenas Lencas acusadas del delito de usurpación, en el cual la juzgadora emitió órdenes de captura pese a tratarse de un delito que no conlleva pena grave ni justifica medidas restrictivas de la libertad; (ii) el expediente No. 049-2025, ante el Tribunal de Sentencia de Siguatepeque, contra dos indígenas Lencas por el mismo delito; y (iii) el expediente No. 310-2025, ante el mismo juzgado de criminalidad organizada, contra dos indígenas Lencas a quienes se imputa el delito de asociación para delinquir, calificación que constituye un salto significativo e injustificado en la criminalización de los pueblos indígenas. De especial gravedad resulta que al menos cinco personas indígenas Lencas se encuentran actualmente en prisión preventiva en el marco de estos procesos.
43. La instrucción de causas por el delito de usurpación, vinculados al ejercicio de derechos territoriales, ante juzgados especializados en criminalidad organizada configura, una práctica y estigma incompatible con la garantía del juez natural y con la igualdad ante la justicia (artículo 5 inciso a). La prisión preventiva impuesta en tales causas invierte su carácter excepcional y quebranta el mandato del artículo 10 del Convenio 169 de la OIT, conforme al cual, tratándose de personas indígenas, deben preferirse sanciones y medidas distintas del encarcelamiento.  La Recomendación general No. 31 insta a los Estados a verificar, como indicador de discriminación, el número desproporcionado de personas pertenecientes a pueblos indígenas sometidas a persecución penal y a prisión preventiva: los tres expedientes citados, con más de 40 personas procesadas y al menos cinco privadas de libertad por conflictos territoriales, son exactamente ese indicador.
VII. PETICIONES CONCRETAS
44. Las organizaciones presentantes solicitamos al Comité que recomiende al Estado de Honduras las siguientes medidas: 
a) Reconocimiento por autoidentificación. Instruir por escrito al Estado de Honduras que la condición indígena de una persona o comunidad no puede condicionarse a su inscripción en la DIRRSAC ni en registro administrativo alguno, debiendo estarse al criterio de autoidentificación conforme al Convenio 169 de la OIT y a la Recomendación generales.
b) Consulta previa, libre e informada. Suspender los actos administrativos que autoricen el aprovechamiento de recursos en territorios indígenas sin consulta, prohibiendo expresamente la aplicación de la afirmativa ficta o de cualquier forma de silencio administrativo positivo a solicitudes que afecten territorios de pueblos indígenas. Que se proceda con la resolución de las peticiones de impugnación en contra de los permisos que afectan los derechos de los pueblos indígenas, como el Maya Chortí y Pueblo Tolupán. 
c) Cese de la criminalización. Recomendar al Estado de Honduras, para que el Ministerio Público revise todos los procesos penales por usurpación seguidos contra personas indígenas en contextos de reivindicación territorial. Así como el cese de la imposición de la prisión preventiva en estas causas. Además, la remisión de los procesos instruidos ante juzgados de criminalidad organizada a los jueces naturales competentes.
d) Protección de personas defensoras. Investigar la filtración de información confidencial de las medidas de protección, especialmente, la del pueblo Tolupán. Que se instruya con claridad a todos los funcionarios públicos para que se abstengan de participar en actos de estigmatización o en gestiones dirigidas a debilitar o revocar medidas cautelares otorgadas por instancias internacionales en materia de derechos humanos, coordinadas por las empresas extractivas o los agresores de beneficiarios o que han dado justificación al otorgamiento de la medida cautelar. 
e) Investigación de la violencia. Que se recomiende al Estado investigar con debida diligencia, en plazos definidos, los asesinatos y agresiones contra personas defensoras indígenas, informando periódicamente a las víctimas.

Las organizaciones presentantes quedan a disposición del Comité para ampliar la información contenida en este informe y manifiestan su interés en participar en las reuniones informativas previas al diálogo constructivo con el Estado parte.
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[image: ] ÑRuth Ileana Morales 
Fundación para la Salvaguardia del Medio Ambiente en el Democrático Desarrollo Socioeconómico y de las Instituciones (FUNDAMBIENTE)
Victor Fernández Guzman
Bufete Estudios para la Dignidad

Santos David Martínez 
Movimiento Amplio por la Dignidad y la Justicia (MADJ) 
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José Maria Pineda 
Consejo Preventivo de la Tribu San Francisco de Locomapa.
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Javier Humberto Madrid 
Consejo Indígena Maya Chortí de la comunidad de Azacualpa.


Ramon Matute
Consejo Directivo de la Tribu San Francisco de Locomapa.
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